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el recurso de injusticia notoria (1700-1868)

i. EL REcURsO dE INJUstIcIA NOtORIA ANtE EL cONsEJO 
dE cAstILLA

1. oriGen del recurso

al objeto de encauzar correctamente su estudio, es preciso comenzar recor-
dando someramente que contra las sentencias dadas en grado de revista o supli-
cación por los altos tribunales de justicia castellanos no debían admitirse nue-
vos recursos. tan sólo los litigantes encontraban expedita la posibilidad de 
interponer una segunda suplicación cuando concurriesen las siguientes cir-
cunstancias, establecidas en el seno de las cortes de segovia de 1390:

– Que los procesos hubiesen sido incoados en un tribunal superior, nunca 
ante jueces inferiores.

– Que las sentencias recurridas fuesen definitivas, no interlocutorias. 
– Que los pleitos versasen sobre «cosa ardua», entendido tal concepto 

como de igual o superior cuantía a mil quinientas doblas, que era la cantidad 
que el litigante debía depositar con carácter previo a la interposición del recur-
so y que perdería en el supuesto de que la sentencia fuese confirmada por quie-
nes se comisionase para su conocimiento y resolución  1.

a pesar de la claridad con que quedaron fijados los tres requisitos que 
habían de converger, lo cierto es que se convirtió en habitual la interposición de 
recursos contra las sentencias de revista en pleitos incoados ante jueces inferio-

  1 Cortes de Segovia de 1390, ley 7 (Ordenanzas Reales de Castilla, 2,4,8; Nueva Recopila-
ción 4,20,1; Novísima Recopilación 11,22,1). sobre esta materia, pino abad, Miguel, El recurso 
de suplicación en Castilla. Expresión de la gracia regia, Madrid, 2006, pp. 95 y ss.
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res o contra las sentencias interlocutorias o cuando la cuantía del objeto del 
pleito no llegaba a alcanzar las mil quinientas doblas, que como mínimo se 
exigía para la segunda suplicación  2.

y es que, durante siglos, muchos litigantes se aprovecharon de la falta de 
regulación normativa para estos casos, interponiendo un sinfín de recursos ante 
el consejo de castilla, con la única finalidad de demorar la conclusión de los 
pleitos en que estaban inmersos y sabedores de que no se exponían a perder 
cantidad alguna, en la medida que no se les exigía el depósito previo de una 
fianza. 

hubo que esperar al 17 de febrero de 1700 para que, por vez primera, se 
promulgara un auto acordado donde se especificasen las reglas que afectaban a 
esta clase de recursos que cotidianamente se interponían en el consejo, funda-
mentados en la existencia de un presunto agravio que los jueces que dictaron 
las sentencias de revista habían generado en perjuicio de los recurrentes  3. 

reglas que fueron mejoradas y ampliadas por otro auto de 24 de abril 
de 1703. como se puso de manifiesto en éste, el anterior de 1700 no consiguió 
que aminorara la frecuencia con que se interponían los recursos de injusticia 
notoria. por el contrario, la experiencia demostraba que habían aumentado, a la 
par que la malicia de los recurrentes, en la medida que la amenaza de que se 
impusiera una pena económica contra el recurrente, cuando la sentencia era 
confirmada, no logró el efecto disuasorio perseguido desde la entrada en vigor 
del primer auto, lo que provocó que los ministros del consejo debiesen ocupar 
gran parte de su tiempo en la resolución de procesos de poca cuantía, en vez de 
centrarse en asuntos de mayor relevancia  4. 

el recurso de injusticia notoria, por tanto, no encontró su origen en estos 
dos autos acordados, sino que con ellos se pretendió dar cobertura normativa a 
una situación procesal cotidiana  5. afirmación que apoyamos en las palabras de 
un perfecto conocedor de la administración de justicia de la época, desde su 
puesto de gobernador del consejo y cámara de castilla, conde de la cañada, 
para quien «lo único que se hizo fue establecer las necesarias condiciones para 
su interposición, a efectos de evitar las conductas abusivas de muchos litigan-
tes que interponían los recursos sabedores de que no tenían que probar la pre-
sunta injusticia sufrida ni se arriesgaban a satisfacer multa alguna»  6. 

amén de ello, pareció imprescindible establecer medidas que limitaran el 
descrédito que se estaba generando contra los altos tribunales, que habían dic-
tado las sentencias recurridas, al partir de la presunción de que toda actuación 
de los mismos se adecuaba a derecho y, por tanto, sus decisiones jamás podían 

  2 Marín alfocea, Juan antonio, Observaciones originales sobre los autos acordados que 
dieron regla para la introducción del recurso de injusticia notoria, Madrid, 1784, p. 37, n.11.

  3 Novísima Recopilación 11,23,1; Vallejo Garcia-hevia, José María: El Consejo Real de 
Castilla y  sus escribanos en el siglo xviii, Valladolid, 2007, p. 442.

  4 Novísima Recopilación 11,23,2; Marín alfocea, Observaciones originales…, cit, capí-
tulo ii, p. 24.

  5 Marín alfocea, Observaciones originales…, cit., capítulo i, p. 3.
  6 conde de la cañada, Instituciones prácticas de los juicios civiles, así ordinarios como 

extraordinarios, Madrid, 1794, tomo i, parte iii, capítulo V, núm. 6 y 7, pp. 516 y 517.
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ser consideradas nulas  7. con frecuencia, los jueces, probablemente para no 
asumir el riesgo de incurrir en responsabilidad, se mostraban celosos defenso-
res de las normas que aplicaban en toda su literalidad, sin atender a que su 
misión realmente consistía en algo tan complejo como la correcta administra-
ción de justicia entre las partes de los pleitos que conocían, aunque esto conlle-
vase cierto desmarque de la letra legal. dicho con otros términos, sus senten-
cias podían ser legalmente válidas, pero no justas  8.

engarzado con esto, es preciso subrayar que la sala de Gobierno del con-
sejo asumió entre sus atribuciones la inspección de la manera en que se admi-
nistraba justicia «...en ella y en las otras salas de Justicia, y por todos los tri-
bunales y Justicias de estos reinos, para que se guardasen puntual y 
precisamente las leyes, sin permitir en ello quiebra, omisión o disminución 
alguna»  9. palabras que se corroboran con las de Martínez salazar, quien escri-
bió sobre el particular que «el oficio del consejo real es tener cuidado del 
gobierno del reino… por depender de ello el entender si administraban justicia 
y cómo hacían los Jueces sus oficios…»  10, y que prácticamente coinciden con 
las de otro jurista de fines del xviii, según el cual el origen del recurso de injus-
ticia notoria respondió al hecho de que «…ha sido objeto del consejo acomo-
dar por medio de estos una inspección gubernativa en la vigilancia y cuidado 
de la rectitud y demás calidades con que se deben gobernar los Ministros de 
Justicia, de quien depende la principal felicidad del reino»  11.

  7 Marín alfocea, Observaciones originales…, cit., capítulo iV, núm. 38, p. 63. en Nueva 
Recopilación, 4,17,4 el tema se expuso con claridad: «...que de las sentencias de los del consejo 
y audiencias, en que conforme a las leyes del reino no ha lugar suplicación, se entiende asimis-
mo no haber lugar alegarse ni oponerse nulidad, aunque sea de incompetencia, o defecto de juris-
dicción, o que de ella notoriamente conste del proceso y autos de el o en otra qualquiera manera, 
ni para impedir la execución de las tales sentencias, ni para que después de executadas se pueda 
tornar a el pleito, entendiéndose que por dichas sentencias sean acabados y fenecidos los dichos 
pleitos, sin que se puedan tornar a mover, suscitar y tratar en manera alguna». por su parte, contra 
las sentencias de revista se dijo en nueva recopilación 4,19,3 que «ninguna parte se pueda que-
rellar de la sentencia, ni suplicar, ni decir contra ella que es ninguna, sino en el caso que haya 
lugar segunda suplicación». sobre los motivos que dieron origen al recurso de injusticia notoria 
también puede consultarse escolano de arrieta, pedro, Práctica del Consejo Real en el despa-
cho de los negocios consultivos, instructivos y contenciosos, Madrid, 1796, tomo ii, capítulo iV, 
pp. 31 y 32; García Goyena, Florencio y aguirre, Joaquín: Febrero o librería de jueces, abo-
gados y escribanos, Madrid, 1844, V, p. 262.

  8 nieto, alejandro: Balada de la Justicia y la Ley, Madrid, 2002, p. 267. este autor recuer-
da las diferencias doctrinales entre quienes admiten la posibilidad de que exista discordia entre 
justicia y ley y aquellos que presumen que las leyes son siempre justas y que la justicia es, sin 
más, lo que declaran las leyes.

  9 cédula transcrita por Marín alfocea, Observaciones originales…, cit., capítulo iV, 
núm. 4, p. 40.

  10 Martínez salazar, antonio: Colección de memorias y noticias del Gobierno general 
y político del Consejo, Madrid, 1764, capítulo ii, p. 47.

  11 Marín alfocea, Observaciones originales…, cit., capítulo i, núm. 26, p. 22; alonso 
romero, paz se ha referido al recurso de injusticia notoria como una de las formas de denunciar 
ante el consejo real el hecho de que los jueces no actuaran, a veces, conforme a lo alegado y 
probado. sobre esto, «las reglas del juego: herencia procesal y constitucionalismo», en De justi-
cia de jueces a justicia de leyes: hacia la España de 1870, Madrid, 2006, p. 223.
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con independencia de cuál pudo ser la verdadera razón por la que nació el 
recurso que estamos analizando, conviene señalar que la competencia para 
conocerlo y resolverlo recayó en la sala de Gobierno hasta que en 1715 se 
constituyó una segunda sala de Gobierno, que fue la competente desde enton-
ces sobre esta materia  12.

2. la diFícil concreción del concepto de inJusticia notoria

de la lectura de los dos primeros autos acordados, que se dictaron para 
regular el recurso de injusticia notoria, se deduce que bastaba para su admisión 
a trámite que el litigante expusiera, en el pertinente escrito que presentaba, la 
presunta existencia de una injusticia en la sentencia de revista, sin necesidad de 
que además fuese notoria o evidente, ya que la expresión injusticia notoria no 
surgió hasta que así quedó plasmada en un auto de 1 de enero de 1749  13. a 
partir de este instante, el recurso de injusticia notoria sólo era susceptible de ser 
interpuesto cuando la injusticia resultara claramente del contenido de los autos. 
como es lógico, aquí estribaba una de las mayores dificultades  14. la inexisten-
cia de ciertas reglas hacía imposible graduar con exactitud qué debía estimarse 
por injusticia notoria y, además, de qué medios debían servirse los jueces comi-
sionados, para el conocimiento y resolución del recurso, a la hora de establecer 
que la misma se había producido.

para disipar esta duda, debe resultarnos de gran utilidad traer a colación las 
opiniones de algunos juristas de esta época. así, el abogado madrileño Marín 
alfocea, quien comentó ampliamente los autos acordados sobre el recurso de 
injusticia notoria,  puso de manifiesto que «el preciso mérito para el recurso en 
las causas de interesados particulares y en las públicas era el quebrantamiento 
de una ley, fuero o lo que merezca el concepto de tal»  15.

por su parte, el conde de la cañada se refirió a la elevada cantidad de cau-
sas que llegaban al consejo por haberse interpuesto recurso de injusticia noto-
ria. sin embargo, en ningún caso se descubrió que las sentencias recurridas de 

  12 Martínez salazar, Colección..., cit., cap. X, p. 130; Marín alfocea, Observacio-
nes…, capítulo V, núm. 19, p. 105. este segundo autor recuerda que si bien antiguamente la com-
petencia correspondió a la sala primera, donde había mayor dotación de ministros, sin embargo 
«por haberse hecho tan comunes y negocios privativos de partes, se determinan por la sala segun-
da, aunque no haya más de tres ministros»; elizondo y álvarez, Francisco antonio de, Prácti-
ca universal forense de los tribunales de España y de las Indias, Madrid, 1788, i, p. 169. en lo 
que concierne al momento de constitución de la sala segunda de Gobierno, cabrera Bosch, 
María isabel, El Consejo Real de Castilla y la ley, Madrid, 1993, pp. 6.  ss. indica que «el decreto 
de nueva planta de 10 de noviembre de 1713 no legalizó la constitución de una segunda sala de 
Gobierno...esta se crea en virtud de dos decretos de Felipe V de los años 1715 y 1717, en que se 
ordena que pueda constituirse como sala temporal; sólo la práctica de celebrar reuniones de esta 
sala, como desahogo de la sala primera, permitió, a lo largo de los años, que se convirtiera en 
sala fija»; Más recientemente, Vallejo García-hevia: El Consejo Real de Castilla…, cit., p. 440.

  13 Novísima Recopilación 11,22,2.
  14 Garriga, carlos: «Justicia animada: dispositivos de la Justicia en la Monarquía católi-

ca», en De justicia de jueces a justicia de leyes: hacia la España de 1870,  Madrid, 2006, p. 97.
  15 Marín alfocea, Observaciones originales…, cit., capítulo iV, núm. 5, p. 41.
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las chancillerías o audiencias contuviesen una decisión notoria contra las 
leyes o derechos expresos, sino que se hacía preciso indagar con detenimiento 
en los hechos probados, «pues una vez asegurados los jueces de esta fuente y 
manantial conocerán las más veces con toda claridad el derecho que sea aplica-
ble a la decisión del pleito, viniendo a convencerse si la sentencia de revista fue 
o no justa»  16. 

este último sostenía que en caso de que se dudase acerca de si estaban 
probados los hechos o sobre lo dispuesto por las leyes para la decisión, no 
debía justificarse la causa esgrimida en el recurso porque eso atentaba contra la 
presunción y autoridad de la sentencia de revista  17.

los autores, por tanto, se decantaban unánimemente por expresar la nece-
sidad de que los jueces que conocían del recurso procediesen a leer con sumo 
detenimiento lo que se decía en los autos, en la medida que sólo así contarían 
con la información necesaria para decidir si la sentencia de revista entrañaba o 
no una injusticia notoria  18.

con esta forma de actuar se había de poner fin a la confusión generada por 
los dos primeros autos reguladores del tipo recurso que estudiamos. no era 
suficiente que el litigante esgrimiese haber padecido injusticia con la aplica-
ción de la sentencia de revista, sino que debía demostrar que se dictó manifies-
tamente contra el derecho vigente, por lo que era imposible ocultar o tergiver-
sar la injusticia  19. 

en suma, la notoriedad o evidencia de la injusticia de la sentencia de revis-
ta era el fundamento esencial en que debía apoyarse el recurso para su admi-
sión a trámite. tal sentencia recurrida había de ser considerada nula y, por 
ende, jamás se debía ejecutar  20.

Gómez y negro, miembro del consejo de castilla y fiscal en la chancille-
ría de Granada, también corroboró las opiniones expuestas, al sostener que del 
tenor de los autos acordados se desprendía que sólo debía llamarse injusticia 
notoria a la evidente alteración del orden judicial, pero no descartaba que tam-
bién se producía cuando la sentencia había sido dictada contra ley o contra su 
recta aplicación o interpretación  21. 

años más tarde, Gómez de la serna afirmó que para muchos autores no se 
debía admitir el recurso, salvo que las sentencias fueran notoriamente injustas. 
para otros, bastaba que la injusticia se desprendiera de la simple lectura de los 
autos, esto es, la inspección del proceso, sin necesidad de que se aportasen 
nuevas pruebas. en opinión de este autor, no era imprescindible que la injusti-
cia debiera ser tan notoria que fuera así calificada por cualquier persona impe-
rita. Más bien debía reputarse como tal la que resultaba de la inspección y 

  16 conde de la cañada, Instituciones prácticas…, cit., tomo i, parte iii, capítulo V, núm. 
41, p. 529.

  17 Ibidem,  tomo i, parte iii, capítulo V, núm. 47, p. 531.
  18 Marín alfocea, Observaciones originales…, cit., capítulo i, núm. 20, p. 18.
  19 Ibidem, capítulo iV, núm. 7, p. 42.
  20 Ibidem, capítulo iV, núm. 63, p. 80.
  21 Gómez y negro, lucas, Elementos de práctica forense, Valladolid, 1827, p. 137.
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examen detenido del proceso y que la sentencia había sido dictada contra lo 
establecido en la ley  22.

3. casos en Que no se adMitía, pese a eXistir notoriedad 
en la inJusticia

en suma y con carácter general, la validez de este recurso extraordinario 
estaba supeditada a que se acreditara la existencia de una manifiesta injusticia 
en la sentencia de revista  23. 

excepcionalmente, quedó prohibida su admisión en ciertos casos, aunque 
la injusticia fuese calificada como manifiesta. en este sentido, no se admitía en 
los juicios posesorios de cualquier entidad que fuesen, pues la presunta injusti-
cia podía ser reparada en el posterior proceso sobre la propiedad. tampoco en 
los pleitos pendientes en las audiencias, cuya última resolución competía a la 
sala de Mil y Quinientas del consejo de castilla en grado se segunda suplica-
ción  24. 

el elenco de prohibiciones se completaba con las sentencias mandadas eje-
cutar sin embargo la suplicación, salvo que no se hubiese admitido a trámite 
ésta o que se hubiese negado licencia para interponerla contra los autos interlo-
cutorios, cuyo gravamen no era reparable en la sentencia definitiva  25. 

  22 Gómez de la serna, pedro, Tratado académico-forense de procedimientos judiciales, 
Madrid, 1848, tomo ii, título XiV, sección iii, p. 215. asimismo, Vicente y caravantes, José: 
Tratado histórico, crítico filosófico de los procedimientos judiciales en materia civil, según la 
nueva Ley de Enjuiciamiento, Madrid, 1858, tomo iii, sección Vi, p. 451.

  23 Gómez y negro, Elementos…, cit., p. 137; Gómez de la serna, Tratado…., cit., tomo 
ii, título XiV, sección iii, p. 215. no todos los autores se mostraron partidarios de otorgar a este 
recurso el carácter de extraordinario. clarificadora es la opinión de elizondo, Práctica univer-
sal…,.cit., tomo V, parte i, capítulo i, p. 2: «nosotros entendemos que se llama recurso extraordi-
nario a toda aquella instancia que hacen los vasallos al rey para la revisión o reforma de una 
sentencia o por la misma Majestad, avocando a si la causa o el tribunal, Junta o Ministro que 
tuviese a bien el rey nombrar, o por los propios altos Magistrados, de quienes dimana una deci-
sión, contra la qual por la dignidad, y excelencia del senado, de donde procede, real Junta o 
Ministro delegado inmediato de la real persona que la pronuncia, a consulta con s.M. no tienen 
lugar los recursos que demarcan las leyes, y son gradualmente en sus casos de apelación, nulidad, 
primera y segunda suplicación e injusticia notoria, cuyos auxilios, si bien se reputan por extraor-
dinarios y les introduxo la legislación en desde que se acostumbro dispensar con freqüencia a los 
que le impetran, y luego como se incorporó la ley de su establecimiento al derecho novísimo del 
reyno».

  24 Marín alfocea, Observaciones originales…, cit., parte i, p. 15 interpreta del tenor del 
auto que «parece inducirnos a creer haberse experimentado abuso en esta parte, y que proponién-
dose recurso de injusticia notoria se había admitido aun en causas de mayor momento».

  25 Novísima Recopilación 11,23,2; Marín alfocea, Observaciones originales…, cit., 
capítulo ii, p. 25; conde de la cañada, Instituciones prácticas..., cit., tomo i, parte iii, capítulo 
V, núm. 4, p. 514.; Gómez y negro, Elementos…, cit., p. 137; álvarez, José María, Institucio-
nes de Derecho real de España, Madrid, 1829, tomo ii, libro iV, p. 249; Gómez de la serna, 
Tratado..., cit., tomo ii, título XiV, sección iii, p. 215; Vicente y caravantes, Tratado..., cit., 
tomo iii, libro Xii, sección Vi, p. 451.
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por último, desde junio de 1758, tampoco se admitieron en las causas cri-
minales  26. sobre este último aspecto, hemos de indicar que el día 30 del citado 
mes, el consejo pleno formuló consulta a Fernando Vi, donde puso en su cono-
cimiento los inconvenientes que se habían comprobado hasta la fecha al haber-
se admitido los recursos de injusticia notoria en este tipo de pleitos y que habían 
sido sentenciados por las salas del crimen de las chancillerías y audiencias, ya 
que se dilataba la administración de la justicia por quedar en suspenso el casti-
go de los delitos y ejemplo de los delincuentes. se tuvo en consideración que 
en estas causas no se admitía tampoco el recurso de segunda suplicación  27. el 
monarca, en atención al parecer del consejo, declaró que los recursos de injus-
ticia notoria sólo se podían interponer en pleitos civiles, pero nunca en las 
penales  28.

4. térMino para recurrir

una singularidad importante que desmarcaba a este recurso de injusticia 
notoria respecto a otros extraordinarios como el de segunda suplicación fue 
que no se estableció por norma el término dentro del cual el litigante que lo 
estimase oportuno debía interponerlo. únicamente se exigía que la sentencia 
no hubiese causado ejecutoria o pasado en autoridad de cosa juzgada  29. 

el conde de la cañada defendía que para este tipo de recursos se estable-
cieran términos precisos como ya existían para otros. aunque el propio autor 
reconoció que en pocas ocasiones las partes acudían con dilación al consejo. 
pero, de no ser así, se ocasionaría daño al interés público y a los particulares 
«pues los derechos y dominios de las cosas estarían sin la seguridad que da la 
sentencia de revista y pendientes de la voluntad de la otra parte»  30. 

por su parte, algún autor posterior consideraba que, dada la analogía con 
el de segunda suplicación, el recurso había de ser interpuesto dentro de vein-
te días  31, computables desde aquel en que se notificaba la resolución judicial 
a los procuradores de las partes  32. término éste que era improrrogable para 
todos los individuos, aunque se tratase de aquellos a los que se dispensaba un 

  26 Novísima Recopilación 11,23,3.
  27 Nueva Recopilación 4,20,11.
  28 Martínez salazar, Colección de memorias…, cit., capítulo X, p. 130; Marín alfo-

cea, Observaciones originales…, cit., capítulo ii, núm. 3, p. 28; escolano de arrieta, Práctica 
del Consejo…, cit., tomo ii, capítulo iV, p. 33. recientemente, se ha referido a estos supuestos en 
que no estaba permitida la interposición de los recursos de injusticia notoria Vallejo García-
hevia, El Consejo Real de Castilla…, cit., p. 443.

  29 Gómez de la serna, Tratado…, cit., tomo ii, título XiV, sección iii, p. 216.
  30 conde de la cañada, Instituciones prácticas…, cit., tomo i, parte iii, capítulo V, núm. 

52, p. 533.
  31 Gómez y negro, Elementos…, cit., p. 137. recordamos que así fue establecido en las 

Cortes de Segovia de 1390, pet. 4, en «cortes...», cit., ii, p. 477.
  32 Novísima Recopilación 11,22,3.
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tratamiento procesal privilegiado, como eran los menores de edad, las viudas 
o los huérfanos  33.

5. depósito de Fianza

con carácter previo a su interposición, debía realizarse un depósito de cin-
cuenta mil maravedís o fianza «llana y abonada» hasta dicha cantidad, que se 
perdería en el supuesto de que la sentencia fuese confirmada, por no encontrar 
veraces el consejo los motivos de notoria injusticia expuestos en el pertinente 
escrito  34. el objetivo perseguido era disuadir a los litigantes maliciosos, que 
buscaban dilatar innecesariamente la conclusión de los pleitos en que estaban 
inmersos por medio de la interposición de recursos carentes del más mínimo 
fundamento. 

este acto del depósito previo de la fianza era realizado por el procurador 
del litigante, dotado de poder especial  35. no se consideraba suficiente, por 
tanto, que tuviese un poder general para pleitos que fuese de libre y general 
administración  36, porque no estaba autorizado a realizar actuaciones que pudie-
sen entrañar el riesgo de que su representado perdiese la elevada fianza que 
había de depositarse  37. 

de forma que conjeturamos que si el procurador no contaba con un poder 
especial, el recurso de injusticia notoria no debía ser admitido a trámite, ni el 
litigante asumiría el riesgo de perder la cantidad depositada, en el supuesto de 

  33 Nueva Recopilación 4,20,4.
  34 Marín alfocea, Observaciones originales…, cit., capítulo ii, núm. 1, p. 26; conde de 

la cañada, Instituciones prácticas…, cit., tomo i, parte iii, capítulo V, núm. 4, p. 515.
  35 el poder especial era necesario en todas las causas en que podía imponerse pena, como 

sucedía con los recursos de segunda suplicación. así lo recuerda Marín alfocea, Observacio-
nes originales…., cit., capítulo Vii, núm. 19, p. 172.

  36 los autos acordados que regularon el recurso de injusticia notoria nada dicen, pero pen-
samos que esta solución debía tenerse en consideración por la similitud que guardaba con la 
segunda suplicación, como ya expuso Villadiego de Vascuñana y Montoya, alonso de, Ins-
trucción política y práctica judicial, conforme al estilo de los Consejos, Audiencias y tribunales 
de Corte, y otros ordinarios  del reyno, utilíssima para los Governadores y Corregidores y otros 
Jueces Ordinarios, y de comisión y para Abogados, Escribanos, Procuradores y Litigantes, 
Madrid, 1656, cap. iV, fol. 58, núm. 238. 

  37 con suma claridad ya se recogió en partidas 3,5,19 esa idea de que el procurador no 
podía actuar en juicio rebasando los límites del mandato otorgado por su representado. los auto-
res en su comentario a esta ley se hicieron eco de esta realidad. entre otros, suárez de paz, 
Gonzalo: Praxis ecclesiasticae et seculares cum Actionum formulis et actis processum, Vallado-
lid, 1609, tomo i, parte Vii, núm. 3, p. 198; núñez de avendaño, pedro, Quadraginta responsa, 
qvibus qvamplvrimae leges regiae explicantur, atque illustratur nec non nouus ac diligens tracta-
tus de secunda supplicatione cum poena & cautione 1500 duplarum, salamanca, 1576, núm. 14; 
hevia Bolaños, Juan de: Curia philipica, Madrid, 1797, (manejo edición facsímil de lex nova, 
Valladolid, 1989), libro V, cap. V, núm. 1, p. 256; Villadiego, Instrucción política…, cit., cap. 4, 
núm. 238; Maldonado y pardo, José, Tractatus de secunda supplicatione sive recursos adver-
sus revisiones sentencias Supremi Senatus Regiarumque Chancellarium et aliorum tribunalium 
huius regni, Madrid, 1690, titulus V, quaestio ii, núm. 6, p. 167.
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que la sentencia de revista recurrida fuese confirmada por la sala de Gobierno 
del consejo.

Bien es cierto que si el procurador estaba facultado a realizar gestiones que 
podían conllevar mayores perjuicios para su cliente que la pérdida de la fianza, 
hemos de presumir que estaba también autorizado a interponer el recurso, aun-
que no se le hubiese otorgado un poder especial para ello  38. 

como es lógico, en la medida que el perjuicio económico afectaba sólo al 
recurrente, cuando se confirmaba la sentencia de revista, el procurador del otro 
litigante no necesitaba contar con poder especial alguno para seguir toda su 
tramitación, ya que las consecuencias procesales generadas por la decisión que 
adoptasen los ministros del consejo eran las directamente derivadas del objeto 
del litigio y no de otras cuestiones accesorias como la probable pérdida de la 
cantidad depositada en concepto de fianza.

si el procurador cumplía los requisitos necesarios, se presentaba en el con-
sejo con un pedimento, donde especificaba los datos de su principal, los de la 
parte contraria, sentencia que motivaba el recurso, jueces que la dictaron y la 
sala donde debía tramitarse y resolverse. en el mismo escrito, indicaba que se 
había dictado sentencia de revista, gravosa para su parte y notoriamente injusta 
por los motivos que más adelante exponía en el recurso correspondiente. a 
renglón seguido, solicitaba que se mandase la oportuna orden al subdelegado 
general de penas de cámara, para que dispusiera que por la contaduría se cons-
tituyera el depósito que estaba dispuesto a hacer de la cantidad legalmente pre-
vista y que se le diera la pertinente certificación, al objeto de poder formalizar 
el recurso de injusticia notoria  39.

conforme al pedimento, la sala segunda de Gobierno dictaba el decreto 
que era remitido al subdelegado de penas de cámara, en el que se indicaba que 
la parte procediese a depositar en la receptoria general de penas de cámara y 
gastos de justicia del consejo la cantidad correspondiente y que se le diese 
certificación de ello.

la obligación de depositar fianza era exonerada para el litigante inmerso 
en situación de pobreza, al que bastaba con prestar caución juratoria de pagar 
la indicada cantidad cuando tuviese bienes suficientes  40. esto se explica aten-
diendo a que este recurso y anteriormente el de segunda suplicación surgieron 
por motivos de equidad y para reparar los perjuicios que podían desencadenar 

  38 nos basamos en la opinión expresada por suárez de paz, Praxis ecclesiasticae…,cit., 
tomo i, parte Vii, núm. 8, p. 198, al ocuparse de la segunda suplicación.

  39 escolano de arrieta, Práctica del Consejo…, cit., tomo ii, cap. iV, p. 34; Gómez y 
negro, Elementos…, cit., p. 138; álvarez, Instituciones…, cit., tomo ii, libro iV, p. 249.

  40 Novísima Recopilación 11,23,1 y 2. desde 1703 el importe del depósito quedó fijado en 
quinientos ducados de vellón; Marín alfocea, Observaciones originales…, cit., capítulo i, núm. 
22, p. 19; escolano de arrieta, Práctica del Consejo…, cit., tomo ii, cap. iV, p. 31. en p. 34 
informa que para las causas que habían sido conocidas en los consulados de comercio, la fianza 
quedó señalada en mil ducados; álvarez, Instituciones…, cit., tomo ii, libro iV, p. 249; Gómez 
de la serna, Tratado…, cit., tomo ii, título XiV, sección iii, p. 216; Vicente y caravantes, 
Tratado…, cit., tomo iii, libro Xii, sección Vi, p. 451.
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la aplicación de las sentencias de revista de los tribunales superiores  41. para 
obtener la declaración de pobreza solía bastar con el juramento del litigante 
interesado o de un tercero idóneo de que el recurrente se hallaba inmerso en 
situación de penuria económica  42.

lo cierto es que la experiencia demostró que esa obligación de realizar el 
depósito o, en su defecto, fianza previa con la amenaza de que sería aumentada 
a discreción de los jueces si apreciaban malicia en el recurrente, lejos de redu-
cir el número de recursos provocaron un preocupante colapso en el funciona-
miento del consejo, que no podía destinar el tiempo conveniente a la resolu-
ción de asuntos de mayor gravedad  43.

6. traMitación

con la certificación dada por el contador de gastos de justicia y depósitos 
del consejo se interponía el recurso por medio de pedimento, donde se especi-
ficaban los puntos en que se pensaba se había cometido injusticia y del cual se 
daba traslado a la sala segunda de Gobierno. esta, a su vez, ordenaba que la 
chancillería o audiencia facilitara copia de los autos, aunque si existían causas 
que lo justificasen, como enmiendas o aportación de documentos antiguos, 
podían solicitarse los originales  44. en caso de que la sentencia recurrida hubie-
se sido dictada por una chancillería, se libraba cédula firmada por el rey y si 
era una audiencia, provisión de los miembros del consejo.

si en lugar de haber efectuado depósito, se presentó fianza de los quinien-
tos ducados, la parte quedaba exonerada del primer pedimento y de las diligen-
cias que le sucedían.

una vez que llegaban los autos, pedían las partes que se les entregasen para 
mejor instrucción de sus abogados en el día de la vista. hay que tener en con-
sideración que en esta clase de recursos no se podía alegar ni presentar docu-
mentos algunos, ya que se resolvían conforme a lo que recogían los autos. la 
razón que justificaba esta medida se encontraba en el deseo de que los pleitos 
no se dilatasen innecesariamente en contra del interés general y del particular 
de los litigantes. 

eso significa que los jueces competentes en su conocimiento habían de 
realizar el máximo esfuerzo reflexivo para lograr conocer la verdad por todos 
los medios de derecho para administrar la justicia con exactitud  45. por ello 
estaban autorizados a solicitar todas aquellas informaciones que considerasen 
necesarias a las partes, antes de dictar sentencia. 

  41 Maldonado y pardo, Tractatus de secunda supplicatione…, cit., titulus V, quaestio 
Vii, núm. 12, p. 188.

  42 Ibídem, titulus V, quaestio Vii, núm. 19, p. 190.
  43 Auto acordado de 17 de febrero de 1700.
  44 Marín alfocea, Observaciones originales…, cit., capítulo Vii, núm. 20, p. 173.
  45 conde de la cañada, Instituciones prácticas…, cit., tomo i, parte iii, capítulo V, 

núm. 9 y 10, p. 518.
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la práctica seguida en el consejo, en cambio, parece que fue en este aspec-
to bastante diferente a lo que ordenaba la legislación vigente y que los minis-
tros de la sala de Gobierno no se limitaron a recabar tales añadidos meramente 
aclaratorios. las partes eran autorizadas a aportar nuevas pruebas, con la única 
condición de que jurasen que las desconocían previamente y que su aportación 
podía resultar fundamental en la decisión final que se adoptase  46.

para hacer viable esta posibilidad, estimaba el conde de la cañada que era 
necesario que, en el mismo escrito en que solicitaba la admisión a trámite, el 
recurrente expusiera todos los presuntos agravios derivados de la sentencia de 
revista y «los hechos positivos en que se funden, ofreciéndose desde luego a pro-
barlos con testigos o instrumentos; y si hallasen los jueces probados en la instan-
cia harán variar las determinaciones, podrán admitirla; pero si no los probasen en 
bastante forma, deben condenar necesariamente en las costas a la parte»  47.

es imprescindible aclarar que en el consejo no se valoraban estas nuevas 
pruebas, únicamente se admitían las propuestas por el recurrente para acom-
pañarlas a los autos, que eran devueltos al órgano del cual procedía la senten-
cia de revista recurrida, ya que era allí donde debía dictarse otra sentencia. 
eso suponía que la tramitación del recurso quedaba en suspenso. lo que sí 
debían hacer los ministros del consejo comisionados para conocer del recur-
so era manifestar que en los documentos aportados se podía apreciar un dere-
cho claro y notorio del recurrente, de forma que si hubiesen sido valorados 
por los jueces que dictaron la sentencia de revista hubiesen resuelto en otro 
sentido  48.

devueltos los autos por los procuradores, se entregaban al relator. cuando 
finalizaba el memorial, a petición de las partes se señalaba el día para la vista, 
en el cual podían pedir licencia para escribir en derecho, esto es, que sus res-
pectivos abogados entregasen los oportunos informes. en caso afirmativo, el 
secretario de cámara certificaba que los miembros del consejo acordaron con-
ceder licencia para escribir en derecho.

dichos papeles eran repartidos entre los consejeros que veían el recurso, 
señalándose día para la votación. la práctica del consejo determinó que los de 
injusticia notoria eran vistos y determinados por los cuatro miembros de la 
sala segunda más un quinto nombrado por el presidente o Gobernador de la 
sala primera o de otra  49. 

  46 elizondo, Práctica universal forense..., cit., tomo Vi, parte ii, cap. i, p. 222, núm. 24.
  47 conde de la cañada, Instituciones prácticas…, cit., tomo i, parte ii, capítulo V, núm. 52, 

p. 338.
  48 escolano de arrieta, Práctica del Consejo…, cit., tomo ii, p. 106.
  49 conde de la cañada, Instituciones prácticas…, cit., tomo i, parte iii, capítulo V, 

núm. 65, p. 536. número que a este autor parecía correcto, pues señala en núm. 70, p. 538 que 
«mucho mayor daño se experimentaría si para la vista y determinación de los recursos de injusti-
cia notoria se aumentase el número de los quatro Ministros que componen la sala segunda, pues 
no solo se retardarían los pleytos de esta clase, sino que se interrumpiria el despacho de otros 
negocios de mayor importancia».
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7. decisión

la sentencia se extendía por el relator en los siguientes términos: «ha lugar 
al recurso de injusticia notoria, introducido y en consecuencia se le devuelvan 
los quinientos ducados que depositó en la receptoria de penas de cámara o can-
cele la fianza». si, en cambio, se negase el recurso se decía «no ha lugar al 
recurso de injusticia notoria, introducido y en consecuencia se le condena en 
los quinientos ducados que tiene depositados o afianzados, los que se distribu-
yen conforme se previene en el auto acordado»  50.

el auto o sentencia no se notificaba a las partes, porque de los mismos no 
había recurso o suplicación alguna, causando ejecutoria  51. no obstante, eli-
zondo recordaba que el rey podía admitir la revisión extraordinaria de ciertos 
procesos, aunque no se hubiese comprobado la injusticia notoria  52. 

cuando el relator la entregaba con los autos, debía el secretario de cámara 
pasar a la mayor brevedad certificación de ella al subdelegado de penas de 
cámara y gastos de justicia del consejo, para el cobro de la tercera parte que 
correspondía. lo mismo debía hacer con los jueces de la chancillería o 
audiencia  53.

ii.  EL REcURsO dE INJUstIcIA NOtORIA EN EL cONsEJO  
dE INdIAs

1. oriGen

a los dos autos acordados promulgados en 1700 y 1703 se agregó una real 
cédula de 23 de febrero de 1712 para regular los recursos de injusticia notoria 
que se interponían y tramitaban en el consejo de indias  54. 

  50 aunque no hemos encontrado mención expresa al respecto, pensamos, dada la afinidad 
de este recurso con el de segunda suplicación, que no hacía falta la confirmación de todos sus 
extremos de la sentencia recurrida para que se condenase al litigante a perder la cantidad deposi-
tada. Quizá bastaba que la confirmación se hubiese producido en lo principal, aunque la modifi-
case en lo concerniente a aspectos accesorios tales como las costas o los frutos, como quedó 
establecido en una pragmática de los reyes católicos de 28 de marzo de 1489 (en Libro de bulas 
y pragmáticas, tomo i, Fol. 76 v-77r).

  51 Marín alfocea, Observaciones originales…, cit., capítulo ii, núm. 1, p. 26; Gómez de 
la serna, Tratado…, cit., tomo ii, título XiV, sección iii, p. 217; Vicente y caravantes, Tra-
tado…, cit., libro Xii, sección Vi, p. 452.

  52 elizondo, Práctica universal…, cit., tomo V, parte i, cap. V, p. 44.
  53 Novísima Recopilación 11,23,2; escolano de arrieta, Práctica del Consejo…, cit., 

tomo ii, capítulo iV, pp. 35-37. conforme a lo señalado en la disposición segunda del artículo 97 
del reglamento provisional para la administración de justicia eran necesarios nueve jueces, al 
menos, para ver y determinar los recursos de injusticia notoria.

  54 con la adjudicación de esta competencia al consejo de indias se le permitió participar en 
una de las prerrogativas propias del monarca, como era la relativa a los recursos extraordinarios, 
quien la delegaba a su favor. algo que indiscutiblemente se tradujo en un incremento de prestigio 
en relación a otros consejos y que justificó que sus decisiones tuviesen el mismo efecto que lo 
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al igual que pasó con el consejo de castilla, se reconoció el abuso con que 
los litigantes, que seguían los pleitos en alguna de las audiencias americanas, 
introducían los recursos ante el consejo de indias contra las sentencias por 
ellas dictadas, aunque en la mayoría de los supuestos faltase la razón que los 
justificaba, generándose gran perjuicio a los propios litigantes y a la causa 
pública, al tiempo que se desautorizaba a los tribunales.

siguiendo los criterios generales vigentes para castilla, no se podían admi-
tir los recursos de injusticia notoria contra sentencias dictadas en los juicios 
posesorios de cualquier clase o entidad que fuesen. tampoco contra con los 
pleitos pendientes en alguna de las audiencias de indias, cuya última decisión 
correspondiese al grado de segunda suplicación. no se admitían, asimismo, los 
recursos contra las sentencias de vista mandadas ejecutar, pese a haberse inter-
puesto suplicación, sin que las partes que lo intentaran introducir hubiesen jus-
tificado ante el consejo que pidieron licencia para suplicar las referidas senten-
cias y que no fue aceptada  55. 

2. traMitación

como más atrás indicábamos, una de las notas características de este 
recurso fue la incertidumbre derivada de la falta de especificación del término 
dentro del cual se podía interponer ante el consejo de indias, lo que le des-
marcaba de otros extraordinarios como el de segunda suplicación  56. por tanto, 
se dejaba en manos del litigante introducirlo cuando estimase más oportuno 
para sus intereses, con la única condición de que la sentencia de revista de la 
audiencia americana no hubiese causado ejecutoria o pasado en autoridad de 
cosa juzgada  57.

decidido directamente por el rey. sobre ello, Maldonado y pardo, José: Tractatus de secunda 
supplicatione sive recursos adversus revisiones sentencias Supremi Senatus Regiarumque Chan-
cellarium et aliorum tribunalium huius regni, Madrid, 1690, titulus Vi, quaestio iii, núm. 7, p. 
232; elizondo y álvarez, Práctica universal forense…, cit., i, p. 183. recientemente, García 
pérez, rafael, El Consejo de Indias durante los reinados de Carlos III y Carlos IV, pamplona, 
1998, p. 397 y pp. 462-465.

  55 cédula de 24 de febrero de 1712, en Cedulario, tomo iii, folio 144, núm. 67; Marín 
alfocea, Observaciones originales…, cit., parte i, pp. 15 y 25; conde de la cañada, Institu-
ciones prácticas…, cit., tomo i, parte iii, capítulo V, núm. 4, p. 514; Gómez y negro, Elemen-
tos…, cit., p. 137; álvarez, José María: Instituciones de Derecho real de España, Madrid, 1829, 
tomo ii, libro iV, p. 249; Gómez de la serna, Tratado…,  cit., tomo ii, título XiV, sección iii, 
p. 215; Vicente y caravantes, Tratado…, cit., tomo iii, libro Xii, sección Vi, p. 451.

  56 pino abad, El recurso de suplicación, cit., pp. 174 y 175: «inicialmente, en indias, debi-
do a la gran distancia, el término concedido para interponer la segunda suplicación fue de un año, 
computable desde que la sentencia de revista se notificó al procurador del litigante. Más tarde, se 
concretó que ese término del año debía empezar a contabilizarse, según la cédula de 24 de sep-
tiembre de 1621, desde que la flota o armada del lugar, donde se hubiese incoado el pleito, se 
hiciese a la mar con dirección a la península. por su parte, Felipe iV estableció términos diferen-
tes según el lugar donde tenía su sede cada audiencia indiana».

  57 a modo de ejemplo, AHN, Consejos, 21.287, exp. 5, (recurso de injusticia notoria promo-
vido por tadeo díaz de Medina, vecino y regidor de la paz, de las providencias tomadas por la 
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dejando al margen los inconvenientes que la falta de concreción del término 
dentro del cual había de interponerse este tipo de recurso suscitaba, sobre lo que 
no cabe duda es que el primer trámite que debía cumplir el litigante que quería 
interponer recurso de injusticia notoria era otorgar poder cumplido y bastante, 
ante escribano público de su localidad, como de derecho se requiere y es necesa-
rio, a favor de un  residente en Madrid, para intervenir en su nombre y represen-
tación en todas sus causas civiles, criminales, eclesiásticas y seglares que pudie-
ran ofrecerse en la corte contra cualquier persona y, por tanto, para comparecer 
ante los consejos del rey o alguno de sus tribunales. se indicaba, a renglón segui-
do, que se confería el poder de forma especial  58, para que en su nombre pudiera 
introducir en el consejo de indias los recursos pertinentes, con especial mención 
al de injusticia notoria. en el mismo poder, el recurrente se comprometía a reali-
zar previamente el depósito o fianza prevista en la citada cédula de 1712, esto es, 

audiencia de la plata en los autos con Bernardino argandoña, alcalde provincial de la paz y su 
distrito, sobre deslinde, apeo y amojonamiento de sus respectivas haciendas) pieza 2, fol. 2r y ss 
y fol. 9v: «...de las sentencias de vista y revista de las reales audiencias de indias son permitidos 
los recursos a V.M. y su real y supremo consejo. el mas comun y ordinario es el de segunda 
suplicación para lo qual prescriben las leyes las formulas y solemnidades que se deben observar... 
es cierto que el exponente no interpuso la segunda suplicación de la sentencia de revista de la 
audiencia de charcas por descuido y omision de su procurador y abogado...ya heran pasados los 
terminos prescritos para interponer el referido recurso, pero no por este defecto ha de perecer su 
Justicia...». de otro caso dio testimonio ayala, Manuel Josef de: Diccionario de Gobierno y 
Legislación de Indias (manejo edición facsímil), Madrid, 1995, tomo Xii (de prelados a sitial), 
voz «recursos», p. 163, núm. 11: «recurrido al rey don Manuel de rivascacho relacionando el 
pleyto que le movió don Juan de la roca sobre subsistencia de un testamento cerrado que formó 
doña María Franco soto su muger, contra el qual y una sentencia del juzgado de provincia, avía 
pronunciado dos conformes en vista y revista la audiencia de México a favor de rivascacho, y del 
posterior testamento nuncupativo de la misma, que se executaron luego; y no aquietándose roca 
porque conociendo serle negado el de segunda suplicación, por aver comenzado el negocio ante 
eljuez de provincia con tres instancias, y otras tantas sentencias, pidió testimonio del proceso en 7 
de febrero de 754 que se le mandó dar: y entregado como hacía constar, no usado roca del tiem-
po, ni forma, ni interpuesto recurso alguno, por lo qual le quedaba cerrado el inculcar aquella 
executoria; pues escluido por la ley de la 2ª suplicacion, tampoco le competía el recurso de injus-
ticia notoria, porque prefiniendo éstas sus términos a aquélla para interponerla y seguirla, debía 
ceñirse a los mismos el recurso de injusticia notoria, mayormente que no sólo había pasado el año 
para la 2ª suplicación, sino casi quatro desde la expresada sentencia, y dos, y cinco meses desde 
la entrega del testimonio por cuyos fundamentos suplicó no se admitiese a roca recurso alguno, 
ni tratar de este negocio, cuya instancia remitida al consejo, dijo el fiscal se condescendiese con 
lo pedido por rivascacho, mediante no prefinir las leyes del derecho común término al recurso de 
injusticia notoria: pero que pedidos y remitidos los autos para introducirle se le diese para la con-
clusión de las dependencias y seguridad de los litigantes y más quando todas las enunciadas leyes 
y reales decretos conspiraban al más breve despacho y que las partes no fuesen agraviadas con 
dilaciones, como rivascacho, que executoriada su dependencia le mantenía pendiente su adversa-
rio fiado en que el recurso de injusticia notoria no tenía término. declaró s.M. por pasado el en 
que roca debió introducir el suyo y no haber lugar su admisión, imponiéndole perpetuo silencio 
y que en ningún tiempo se le admitiese instancia alguna».

  58 es preciso subrayar que el poder especial era necesario en todas las causas en que 
podía imponerse pena, como sucedía con los recursos de segunda suplicación, de los que tam-
bién conocía el consejo de indias. así lo recordó Marín alfocea, Observaciones origina-
les…, cit., capítulo Vii, núm. 19, p. 172. Más recientemente, pino abad, El recurso de suplica-
ción…, cit., p. 172.
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mil pesos escudos en plata  59. continuaba el escrito solicitando los despachos que 
fuesen necesarios hasta obtener las resoluciones correspondientes  60.

el procurador, dotado del mencionado poder especial, comparecía en el 
consejo, solicitando, mediante pedimento dirigido al rey, que se le admitiese 
la interposición del recurso de injusticia notoria «o el que más hubiera lugar 
según las circunstancias»  61. para tal fin, presentaba testimonio de los autos, 
resaltando que de ellos se manifestaba la notoria injusticia que contenía la 
sentencia de revista de la audiencia por haber sido dictada contra la expresa 
y terminante disposición de las leyes por las razones que con el mayor detalle 
seguidamente exponía  62. el texto continuaba con la súplica, también dirigida 
al rey, de que una vez presentado el poder, testimonio de los autos y su parte 
en el recurso, se le admitiese la consignación de la cantidad prevista por las 
leyes, para que, una vez realizada, se mandase librar el correspondiente des-
pacho de emplazamiento a la otra parte en la forma ordinaria. concluía con 
la solicitud de que se revocase la sentencia de revista de la audiencia «en 
todo y por todo», al ser notoriamente injusta por el hecho de que la causa no 
se recibió a prueba en la audiencia para averiguar cual era la verdad de los 
hechos o por haber sido dictada contra lo establecido en las leyes  63, con 

  59 hemos de recordar que, conforme a lo establecido en una cédula de 13 de febrero 
de 1620, no se exigía que el litigante depositase previamente ante el consejo de indias ninguna 
cantidad cuando decidía interponer el recurso de segunda suplicación. el porqué de esta medida 
se debió, en palabras de olórzano pereyra, Juan de, Política indiana, (manejo edición de 
Biblioteca de autores españoles), Madrid, 1972, libro V, cap. XVii, núm. 10, p. 275: «para que 
las personas de las indias que se sintieren agraviadas de las sentencias pronunciadas por las 
audiencias de ellas tuviesen más libre y franco el recurso al consejo y, por ventura, porque no se 
quiso hacer tanta estimación y confianza de las dichas audiencias como de las de estos reynos». 
como era de esperar, en pocos años se comprobó que muchos individuos decidían interponer 
recursos de segunda suplicación de forma frívola, con la única intención de demorar la resolución 
de las causas en que litigaban, ya que no asumían riesgo alguno, aunque el recurso fuese desesti-
mado. para erradicar estas conductas fraudulentas, se dispuso, mediante cédula expedida en 
Madrid el 30 de marzo de 1629, que los presidentes y oidores de las audiencias de indias debían 
obligar a los suplicantes a dar fianzas de que pagarían mil ducados de pena cuando las sentencias 
de revista fuesen confirmadas por el consejo de indias. 

  60 AHN, Consejos, 20355, exp. 3, pieza 3, folios 1r -3r (así se recoge en el poder otorgado 
por Martín de alzaga, vecino y comerciante de Buenos aires, de las determinaciones de la 
audiencia de la plata en el pleito iniciado contra él por Juan romualdo Vizcardo, vecino de 
potosí, tesorero jubilado de la casa de la Moneda y padre de María del carmen Vizcardo, mujer 
de Blas de alzaga, hermano y deudor de Martín de alzaga, sobre pago de cantidad de pesos como 
pertenecientes a la dote de María del carmen Vizcardo); AHN, Consejos, 20.363, exp. 1 (recurso 
de injusticia notoria promovido por Juana de arriola y carbura, viuda del coronel José picoaga, 
residente en cuzco, albacea testamentaria del general Gregorio de Viana y abuela y curadora de 
sus hijos, de las providencias dadas por la audiencia de la plata en el pleito seguido en nombre 
de dicha señora por su hijo, el teniente coronel Francisco de picoaga con pedro antonio de Gurru-
chaga, vecino de salta, sobre cobro de siete mil pesos), pieza 2, folio 1 r-v

  61 AHN, Consejos, 20.316, exp. 1, pieza 12, folio 23 r; AHN, Consejos, 20.355, exp. 3, 
pieza 3, fol. 12 r.

  62 AHN, Consejos, 20.355, exp. 3, pieza 3, fols. 16r y 19v; AHN, Consejos, 20.363, exp. 1, 
pieza 2, folio 14 r.

  63 AHN, Consejos, 20.304, exp. 2 (recurso de injusticia notoria promovido por la casa de 
comercio ustáriz san Ginés de las providencias dadas por el consulado de lima en los autos con 
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imposición de las costas que se generaran tanto en esa como en anteriores 
instancias a la otra parte y la devolución de la cantidad que se exigía para la 
introducción de esta clase de recursos  64. 

a veces también se solicitaba que se condenase a los jueces que conocie-
ron de la causa y que dictaron las sentencias calificadas como injustas  65. 

por medio de otrosi, el procurador se comprometía a consignar en breve el 
depósito en la contaduría del consejo, para lo cual requería que se comunicase 
este punto a la subdelegación de penas de cámara, al objeto de que admitiese el 
depósito que se tenía previsto realizar  66.

el fiscal del consejo, en vista de la representación dirigida al rey por el 
procurador del recurrente y del testimonio que acompañaba de los autos, indi-
caba si procedía o no que el consejo acordara que el expediente se pasase a la 
sala de Justicia, para que en ella propusiera el interesado el recurso de injusti-
cia notoria, declarando aquella sala lo que tuviese por conveniente acerca de si 
debía admitir o no el recurso  67. 

el consejo, una vez vistos el escrito presentado por el procurador y el 
informe del fiscal, indicaba mediante decreto si procedía o no proponer el 
recurso de injusticia notoria, disponiendo que se entregase previamente en la 
depositaria del propio tribunal por parte del procurador la cantidad en metálico 
señalada en la cédula de 1712  68. 

en el supuesto de que el recurrente optase por prestar fianza, en vez del 
depósito en metálico, era imprescindible que el fiador manifestase por escrito 

domingo ramírez arellano, vecino de lima, capitán de alabarderos de la Guardia del virrey del 
perú, sobre cumplimiento de cierta contrata de fletamento), pieza 4, folio 2r; AHN, Consejos, 
20.312, exp. 2 (recurso de injusticia notoria introducido por María Vicenta espinosa, vecina de 
piura, de las providencias dadas por la audiencia de lima en los autos contra José cándido de la 
llosa y Manzanares, presbítero, y sus hermanas Josefa y María, sobre pertenencia de una casa 
sita en piura), pieza 2, folio 3r; ahn, consejos, 20.316, exp. 1, pieza 12, folio 48r-v, 96 r-v 
y 97 r-v. (recurso de injusticia notoria introducido por José Matías elizalde, vecino y comercian-
te de lima, como albacea, tenedor de bienes y heredero de antonio lópez escudero, comerciante 
difunto, de los autos y providencias del consulado de lima en el pleito seguido contra antonio 
Martínez negrete, vecino y comerciante de cádiz, sobre pago de pesos), pieza 12, folios 8v y 9v; 
AHN, Consejos, 20.363, exp. 1, folio 9r y 14v; AHN, Consejos, 21287, exp. 5, pieza 2, fol. 5r. 
asimismo, en AHN, Consejos, 21.289, exp. 1, (recurso de injusticia notoria interpuesto por 
Miguel Martínez, por si y en nombre de otros, todos vecinos y comerciantes de sevilla y acreedo-
res de Juan antonio Jimeno, comerciante de lima, de las providencias dadas por el consulado de 
lima y su Juez de alzadas en los autos seguidos contra Francisco de inda y Francisco Javier 
izcue, comerciantes de lima, también acreedores del concurso de dicho Jimeno, sobre nulidad de 
una escritura y devolución de cantidad de pesos al citado concurso), pieza 3, folios 13v y 14r. 

  64 AHN, Consejos, 20.316, exp. 1, pieza 12, folio 97v; AHN, Consejos, 20.363, exp. 1, folio 9 r.
  65 AHN, Consejos, 20.316, exp. 1, pieza 12, folio 98r.
  66 AHN, Consejos, 20.304, exp. 2, pieza 4, folio 2 r; AHN, Consejos, 20.363, exp. 1, pieza 2, 

folio 9 r, 28 r; AHN, Consejos, 21.289, exp. 1, pieza 3, folio 22r. estos trámites eran idénticos en 
el consejo de castilla. sobre ello, escolano de arrieta, Práctica del Consejo…, cit., tomo ii, 
cap. iV, p. 34; Gómez y negro, Elementos…, cit., p. 138; álvarez, Instituciones…, cit., tomo ii, 
libro iV, p. 249. 

  67 AHN, Consejos, 21.287, exp. 5, pieza 2, folios 9r y 10r-v.
  68 AHN, Consejos, 20.316, exp. 1, pieza 12, folios 19r y 99v; AHN, Consejos, 20.355, exp. 3, 

pieza 3, folio 43 r.
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que se obligaba con su persona y bienes muebles e inmuebles a que, una vez 
vistos los autos por el consejo en el recurso de injusticia notoria, si se declara-
ba no haber lugar a él, confirmándose las determinaciones de la audiencia de 
indias, pagaría de su caudal y bienes inmediatamente fuese requerido, sin 
aguardar plazo, ni espera alguna, los mil pesos escudos en plata previstos por el 
auto acordado o su equivalente de quince mil reales de vellón para que distribu-
yesen conforme a lo que en el auto se disponía, amén de las costas que en su 
ejecución se causaran. aceptaba, además, ser apremiado por todo rigor de 
derecho y vía ejecutiva, obligándose a que, si el recurrente no diese pronta 
satisfacción de la cantidad principal y costas, las pagaría sin la menor dilación, 
asumiendo desde ese instante hacer suya la deuda ajena  69. por último, el fiador 
se comprometía expresamente a someterse a todos los jueces del rey en cual-
quier lugar donde se encontrase, renunciando al fuero propio para hacer efecti-
vo el pago de la cantidad que legalmente correspondía  70.

cuando se producía el depósito en metálico o la consignación de la fianza, 
se expedía por el tesorero receptor de caudales del consejo el pertinente docu-
mento que lo acreditaba  71, lo que servía para que el consejo decretase admiti-
do el recurso. circunstancia que era comunicada a los interesados, con aproba-
ción del correspondiente despacho para citación y emplazamiento  72 . 

conviene subrayar sobre este aspecto que tampoco faltó, en realidad, algún 
supuesto en que el litigante pretendió introducir ante el consejo de indias el 
recurso de injusticia notoria contra la sentencia de revista de una audiencia 
americana, sin proceder al cumplimiento de la obligación del depósito o fianza 
de los quince mil reales de vellón, sino sólo con la garantía de igual suma de lo 
que le adeudaba la real hacienda o, en su defecto, pretendía que se admitiese 
por válido el depósito de vales reales consolidados. examinados por el consejo 
las razones que expuso el interesado y el dictamen del fiscal, resolvió que no 
encontraba reparo en que se consignase en las arcas del consejo, en lugar de 
los quince mil reales de vellón en metálico previstos en la ley, la cantidad 
doblada en vales reales consolidados  73.

al margen de estos supuestos particulares, es interesante reseñar que esa 
obligación de depositar la cantidad en metálico o de afianzar era exonerada 
para los litigantes pobres, a quienes bastaba con prestar caución juratoria de 
pagar la indicada cantidad cuando tuviesen suficientes bienes  74. como dijimos 

  69 AHN, Consejos, 21.287, exp. 5, pieza 2, folios 22r-24v.
  70 AHN, Consejos, 20.355, exp. 3, pieza 3, folio 2v.
  71 AHN, Consejos, 21.289, exp. 1, pieza 3, folio 21v.
  72 AHN, Consejos, 20.304, exp. 2, pieza 4, folio 2r; AHN, Consejos, 20.363, exp. 1, pieza 2, 

folio 10v.
  73 AHN, ULTRAMAR, 2011, exp. 3, folio 1r y ss. (instancia presentada el 18 de marzo 

de 1826 por José Baraciarti en el recurso de injusticia notoria que intentó introducir en el pleito 
seguido en la audiencia de cuba contra José aranzamendi).

  74 Novísima Recopilación 11,23,1 y 2; Marín alfocea, Observaciones originales…, cit., 
capítulo i, núm. 22, p. 19; álvarez, Instituciones…, cit., tomo ii, libro iV, p. 249; Gómez de la 
serna, Tratado…, cit., tomo ii, título XiV, sección iii, p. 216; Vicente y caravantes, Trata-
do…, cit., tomo iii, libro Xii, sección Vi, p. 451.



ahde, tomo lXXX, 2010

658 Miguel Pino Abad

anteriormente, esto se explica atendiendo a que este recurso y el de segunda 
suplicación surgieron por motivos de equidad y para reparar los perjuicios que 
podían desencadenar la aplicación de las sentencias de revista de los tribunales 
superiores  75. para obtener la declaración de pobreza solía bastar con el jura-
mento del litigante interesado o de un tercero idóneo de que el recurrente se 
hallaba inmerso en situación de penuria económica  76.

una vez admitido el recurso, procedía que se remitiesen los despachos 
competentes a la audiencia que dictó la sentencia de revista para que citase a la 
parte contraria y a todos los posibles interesados en los autos, a efectos de que 
comparecieran o enviasen para su seguimiento en el consejo de indias a procu-
rador dotado de poder suficiente. la citación abarcaba hasta la sentencia defi-
nitiva y la tasación de las correspondientes costas  77. asimismo, se mandaba a 
la audiencia indiana la remisión al consejo de los autos originales  78. 

recibidos éstos, los procuradores solicitaban su entrega a los abogados 
defensores de sus representados, para mejor instrucción y hacer en su momen-
to la conveniente defensa en estrados  79. 

hay que tener en consideración que la consulta de los autos por los aboga-
dos era de suma relevancia, ya que durante la tramitación de esta clase de 
recursos no se podía alegar ni presentar documentos algunos, ciñéndose los 
miembros del consejo a valorar lo que recogían los autos. la razón que justifi-
caba esta medida se encontraba en el deseo de que los pleitos no se dilatasen 
innecesariamente en contra del interés general y del particular de los propios 
litigantes. eso significa, en suma, que los jueces competentes en su conoci-
miento habían de realizar el máximo esfuerzo reflexivo para conocer la verdad 
por todos los medios de derecho y administrar justicia con exactitud  80. esto 
último no les impedía solicitar todas aquellas informaciones que considerasen 
necesarias a las partes, antes de dictar sentencia. 

una vez devueltos los autos por los procuradores, se entregaban al relator, 
a quien se indicaba un término para redactar un memorial. entregado éste, el 
procurador del recurrente presentaba otro escrito donde solicitaba que se seña-
lase día para la vista y determinación del recurso  81.

  75 Maldonado y pardo, Tractatus de secunda supplicatione…, cit., titulus V, quaestio 
Vii, núm. 12, p. 188.

  76 Ibidem, titulus V, quaestio Vii, núm. 19, p. 190.
  77 AHN, Consejos, 20.316, exp. 1, pieza 12, folio 100r; AHN, Consejos, 20.355, exp. 3, 

pieza 3, folios 21v-23r y 43r.; AHN, Consejos, 20.363, exp. 1, pieza 2, folio 28 v.
  78 AHN, Consejos, 21.287, exp. 5, pieza 2, folio 16v; Marín alfocea, Observaciones ori-

ginales…, cit., capítulo Vii, núm. 20, p. 173.
  79 AHN, Consejos, 20.304, exp. 2, pieza 4, folio 2r; AHN, Consejos, 20.355, exp. 3, pieza 3, 

folio 43v; AHN, Consejos, 20.363, exp. 1, pieza 2, folio 37r; AHN, Consejos, 21.289, exp. 1, 
pieza 3, folio 29r.

  80 conde de la cañada, Instituciones prácticas…, cit., tomo i, parte iii, capítulo V, 
núm. 9 y 10, p. 518. esta solución también era aplicable a los recursos de segunda suplicación. 
con más detalle, pino abad, El recurso de suplicación…, cit., p. 176.

  81 AHN, Consejos, 20.304, exp. 2, pieza 4, folio 2v; AHN, Consejos, 21.289, exp. 1, pieza 3, 
folio 33r.
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Justo hasta ese momento era factible que el recurrente reflexionase si debía 
seguir adelante con sus pretensiones o, por el contrario, desistía del recurso 
interpuesto, al opinar que no había en la sentencia de revista la notoriedad en la 
injusticia que exigían las leyes y que en un principio le había parecido. ante 
esas circunstancias, el procurador solicitaba la devolución a su representado de 
la cantidad en su día depositada, con el compromiso de satisfacer las costas que 
con su interposición se habían ocasionado  82. 

de esta petición se daba traslado al fiscal, quien manifestaba la necesidad 
de que se oyese al procurador de la otra parte, ya que, a consecuencia del des-
pacho de emplazamiento, se le había de considerar parte  83.

el procurador, partiendo de la presunta buena fe de su contrincante y para 
evitar que se incrementasen los gastos y dilaciones, podía conformarse con que 
se accediese a la separación, con tal de que se quedasen satisfechas las costas 
generadas  84.

el consejo, tras conocer la opinión del fiscal y del procurador de la otra 
parte, acordaba la devolución del depósito y ordenaba que pasasen los autos a 
la contaduría, para la tasación de las costas  85.

si no se producía el eventual desistimiento, los ministros del consejo 
declaraban haber o no injusticia notoria en la sentencia de revista de la audien-
cia indiana. en caso afirmativo, ordenaban que se repusieran todas las cosas al 
estado que tenían al tiempo en que se dictó la referida sentencia, por lo que ésta 
había de ser revocada y que se devolviese la cantidad depositada para su intro-
ducción en la tesorería del consejo o que se cancelase la fianza, para lo cual 
libraba el pertinente despacho  86.

si, en cambio, se negase el recurso, se decía no ha lugar al recurso de injus-
ticia notoria introducido y, en consecuencia, se le condena a perder la cantidad 
depositada o afianzada, que se distribuía, conforme a lo previsto en la cédula 
de 1712, en tres partes iguales: una para la cámara, otra para los jueces de la 
audiencia de donde procedía el pleito y la otra para la parte contra la que se 
intentó el recurso  87. 

la sentencia no se notificaba a los litigantes porque contra ella no cabía 
ulterior recurso, causando ejecutoria  88. 

  82 AHN, Consejos, 20.363, exp. 1, pieza 2, folio 42r.
  83 AHN, Consejos, 20.363, exp. 1, pieza 2, folio 43r.
  84 AHN, Consejos, 20.363, exp. 1, pieza 2, folio 44r.
  85 AHN, Consejos, 20.363, exp. 1, pieza 2, folio 47r.
  86 AHN, Consejos, 20.304, exp. 2, pieza 4, folio 2v; AHN, Consejos, 20.316, exp. 1, pieza 

12, folio 114r; AHN, Consejos, 21.289, exp. 1, pieza 3, folios 33v-34r.
  87 cédula de 24 de febrero de 1712, en Cedulario, tomo iii, folio 144, núm. 67.
  88 Marín alfocea, Observaciones originales…, cit., capítulo ii, núm. 1, p. 26; Gómez de 

la serna, Tratado…, cit., tomo ii, título XiV, sección iii, p. 217; Vicente y caravantes, Tra-
tado…, cit., libro Xii, sección Vi, p. 452. 
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iii. BREvE REFERENcIA AL REcURsO dE INJUstIcIA  
NOtORIA EN OtROs ÁMBItOs

1. conseJo de órdenes

ya en las postrimerías del siglo xviii, concretamente por cédula de 26 de 
abril de 1795, el rey se limitó a declarar que los recursos de injusticia notoria 
que introdujesen los vasallos residentes en los territorios de las órdenes con-
tra las sentencias de revista del consejo de este nombre, se debían determinar 
en el consejo real, de conformidad a las leyes y autos acordados que en él se 
venían aplicando  89, con lo cual nos debemos remitir a lo indicado líneas 
atrás.

2. conseJo de Guerra

asimismo, hubo que esperar a finales de la centuria, para que en una real 
cédula de 10 de mayo de 1797 se regulase el recurso en este consejo. a partir 
de entonces, se autorizó que contra las sentencias dictadas por la sala de Justi-
cia del consejo de Guerra se podía interponer el recurso de injusticia notoria, 
en los mismos supuestos que ya estaban permitidos por medio de las leyes y 
autos acordados  90. no obstante, en atención a las especiales características del 
consejo se introdujeron algunos cambios respecto al régimen general:

– se debía interponer ante la sala de Gobierno del consejo de Guerra, 
donde se hacía el depósito de quinientos ducados de vellón o, en su defecto, se 
prestaba fianza. el secretario debía comunicar tal circunstancia a la sala de 
Justicia, para que trasladara los originales del proceso, acompañado de un 
informe, a la de Gobierno. a renglón seguido, se procedía a nombrar los cuatro 
jueces que habían de resolver el recurso, con la condición de que no hubiesen 
participado en el proceso con anterioridad. la presidencia correspondía al juez 
que seguía al decano. 

– una vez nombrados los jueces togados, se transmitía la comunicación al 
consejo de Guerra, correspondiendo al decano la convocatoria de los jueces. 

– ante la eventualidad de que se produjeran discordias en las decisiones 
de los recursos de injusticia notoria, el rey nombraba a tres miembros para 
dirimirlas. 

– por su parte, cuando se trataba de causas de comercio que se hubiesen 
seguido en los consulados del reino y llegasen en apelación al consejo de 

  89  novísima recopilación Xi,23,5.
  90  domínguez nafría, Juan carlos, El Real y Supremo Consejo de Guerra (siglos xvi-

xviii), Madrid, 2001, p. 539 advierte que «efectivamente, con anterioridad no existía, forma legal 
de recurrir las sentencias dictadas o confirmadas por el consejo de Guerra, pero, en realidad, los 
condenados por ellas siempre tenían la posibilidad de recurrir de forma directa al mismo rey». a 
continuación cita un ejemplo que corrobora su afirmación.
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Guerra, por afectar a extranjeros transeúntes, conforme a la resolución de 21 
de octubre de 1785, debían depositar mil ducados de vellón, según constaba 
en la cédula de 12 de agosto de 1773.

– cuando la sentencia recurrida era confirmada, se ordenó que la tercera 
parte correspondiente a la cámara regia del depósito de mil ducados, o en su 
caso quinientos, debía dirigirse al fisco de la guerra, en cuya depositaria se 
quedaba la cantidad, debiendo ser parte el fiscal togado.

por lo demás, para el resto de cuestiones no reguladas en estas normas 
específicas, se había de atender a lo establecido en las leyes, autos acordados, 
órdenes y práctica seguida  91.

3. el recurso en los neGocios Mercantiles

partiendo del decreto de 1712 se admitió el recurso de injusticia notoria 
contra las determinaciones del juez de alzadas del consulado de cádiz, ya que 
en dicha norma se indicó expresamente que cabía «contra las decisiones de los 
tribunales subalternos del consejo en estos reinos»  92. 

Más adelante, mediante real cédula de 12 de agosto de 1773 se pretendió 
resolver las dudas existentes acerca de a qué tribunal correspondía conocer de 
los recursos interpuestos contra las sentencias que causaban ejecutoria de los 
jueces de alzada en los pleitos seguidos en los demás consulados de comercio. 
se acordó que debía cumplirse lo dispuesto en un decreto de 13 de junio de 
1770 y en una cédula de 24 de dicho mes y año. conforme a éstos, contra las 
sentencias de los jueces de alzadas no debían admitirse otros recursos que los 
extraordinarios de nulidad o injusticia notoria en la sala segunda de Gobierno 
del consejo, donde ya se venían conociendo previamente esta clase de recur-
sos. en todo lo relativo a su introducción, admisión y tramitación se debía 
acatar lo recogido en los autos acordados. asimismo, para evitar la malicia de 
los litigantes se aumentó a mil ducados el depósito que debía realizarse. canti-
dad con que serían condenados todos los que usaren de estos recursos siempre 
que no resultara de los autos la injusticia esgrimida  93.

esta normativa se mantuvo hasta la entrada en vigor del código de comer-
cio de 1829. en el mismo, se expresó que sólo se admitía el recurso de injusti-
cia notoria contra sentencias definitivas y cuando el importe del objeto de la 
causa era superior a cincuenta mil reales de vellón  94.

  91  real cédula de 10 de mayo de 1797, apartado 13 (novísima recopilación Xi,23,4); 
Vicente y caravantes, Tratado..., cit., tomo iii, libro Xii, sección Vi, p. 452; domínguez 
nafría: El Real y Supremo..., cit., p. 540.

  92  Marín alfocea, Observaciones originales..., cit., capítulo Vi, núm. 10, p. 150.
  93  decreto de 13 de junio de 1770 y cédula de 24 de junio de 1770; Marín alfocea, 

Observaciones originales..., cit., capítulo Vii, p. 151.
  94  artículo 1.217 del código de comercio de 1829; Gómez de la serna, Tratado..., cit., 

tomo ii, título XiV, sección iV, p. 217.
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la declaración de injusticia notoria no tenía lugar en las causas de comer-
cio sino por violación manifiesta de las formas sustanciales del juicio en la 
última instancia o por ser el fallo dado en ésta contra ley expresa  95.

el recurso, para los supuestos admitidos en las leyes, debía interponerse 
dentro de los treinta días que seguían a la notificación de la sentencia ante el 
tribunal que la había pronunciado  96. esta era una importante ventaja respecto a 
los recursos de injusticia notoria en los negocios comunes, en los que, como 
hemos venido insistiendo, no se especificó el término para interponerlos ni la 
cuantía mínima del pleito, lo que conllevó importantes problemas de incerti-
dumbre, que en el ámbito mercantil se quisieron eludir.

para que se admitiera a trámite el recurso, debía el procurador presentar 
poder especial de su mandante  97.  del escrito en que se interponía el recurso se 
daba traslado a la parte vencedora en la instancia, quien podía alegar lo que 
estimase oportuno en su defensa dentro del término de tres días. conforme a lo 
expuesto por ambas partes, se declaraba si había lugar o no a admitir el 
recurso  98.

admitido el recurso, se comunicaba a la parte que lo hubiese interpuesto la 
obligación de depositar la cantidad de cinco mil quinientos reales de vellón, 
dentro de un determinado plazo.

si éste hubiese transcurrido, sin que la parte compareciera con el docu-
mento acreditativo de haberlo realizado, se declaraba por desierto a petición de 
la parte contraria y no se admitía nueva instancia sobre él  99.

nada se dice acerca de qué podía hacer el litigante en el caso de que la 
audiencia no admitiera el recurso. la denegación de este recurso en los nego-
cios comunes no estaba regulada porque, como sabemos, no se interponía el 
recurso ante la audiencia, sino directamente en el consejo. pero en los nego-
cios de comercio había de interponerse ante el tribunal que dictó la sentencia 
recurrida, por lo que el litigante se vería desprovisto de cualquier medio de 
defensa. tampoco se contemplaba la posibilidad de que el recurrente esgrimie-
ra situación de pobreza y, por tanto, no pudiera hacer frente al depósito estable-
cido. 

en su comentario a esta norma, Gómez de la serna puso de manifiesto que 
el auto denegatorio del recurso era susceptible de apelación. en caso de que la 
providencia fuera de admitir el recurso, se debía ordenar que el recurrente 

  95  artículo 1.218 del código de comercio. comparando este artículo con el 41 del regla-
mento provisional de 1835 y con los artículos 3 y 4 del real decreto de 4 de noviembre de 1838 
se observa que el recurso de injusticia notoria era un verdadero recurso de nulidad, con la única 
diferencia de que el tribunal supremo procedía a resolver sobre el fondo del negocio principal; 
prieto castro, Derecho procesal civil, tomo ii, zaragoza, 1945, p. 356. este autor ve en este 
recurso el primer precedente de la casación en españa. también, Crónica de la Codificación 
española, tomo ii, procedimiento civil, pp. 6 y 7; Fairen Guillén, Temas del ordenamiento pro-
cesal…, cit., tomo i, p. 70.

  96  artículo 435 de la ley de enjuiciamiento sobre los negocios y causas de comercio de 
1830.

  97  artículo 436 de la ley de enjuiciamiento...
  98  artículo 437 de la ley de enjuiciamiento...
  99  artículo 438 de la ley de enjuiciamiento...
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depositara la cantidad de cinco mil quinientos reales en el establecimiento 
público señalado para los depósitos judiciales. de lo contrario, advierte este 
autor que si no se presentaba en autos el documento que justificaba su cumpli-
miento, se declaraba desierto el recurso a solicitud de la parte contraria. en 
definitiva, subraya la vaguedad y oscuridad de esta ley en el señalamiento del 
término: «mientras algunos autores fijaban el de treinta días, concedido para la 
interposición, otros señalan que el depósito siempre se realiza con posteriori-
dad a la admisión del recurso. por último, nada se decía en relación al litigante 
pobre»  100.

una vez demostrado que se había realizado el depósito, se remitían los 
autos originales al tribunal supremo, que era competente para conocerlo y 
resolverlo  101. los jueces emplazaban a las partes en el término de treinta 
días  102, con independencia del lugar donde tuviese su sede la audiencia que 
hubiera dictado la sentencia recurrida, lo que podía generar un claro agravio a 
unos litigantes respecto a otros, según la distancia entre su lugar de residencia 
y Madrid.

tras la comparecencia, se entregaba los autos a las partes durante el térmi-
no de diez días, para que sus abogados estuviesen perfectamente informados 
de cara a la celebración de la vista  103. tiempo que era el mismo en todos los 
procesos, con independencia de la complejidad o volumen de los autos.

era importante este trámite, en la medida que no se podían presentar en el 
tribunal supremo documentos, alegaciones o cualquier tipo de pretensión  104.

devueltos los autos por el procurador a quien le fueron entregados en últi-
mo lugar, se señalaba el día para la vista  105.

si el tribunal hallaba fundado el recurso, no solamente declaraba que se 
había cometido injusticia, sino que también decidía sobre el negocio princi-
pal  106.

por su parte, si el recurso era desestimado, debía procederse al reparto de 
la cantidad en su día depositada  107. la regla era la misma que ya conocemos, 
esto es, se aplicaba por igual a la cámara del rey, los magistrados contra cuya 
sentencia se interpuso el recurso y la otra parte litigante.

una importante singularidad era que la interposición del recurso de injusti-
cia notoria en las causas de comercio no impedía que se ejecutara la sentencia 
del tribunal de apelación, siempre que el litigante a quien beneficiaba hubiese 
presentado fianza idónea, a juicio del tribunal, de que estaría a las resultas en 
caso de que la sentencia fuese revocada  108. 

  100  Gómez de la serna, Tratado..., tomo ii, título XiV, sección iV, p. 218.
  101  artículo 1.181 del código de comercio de 1829.
  102  artículo 439 de la ley de enjuiciamiento...
  103  artículo 440 de la ley de enjuiciamiento...
  104  artículo 441 de la ley de enjuiciamiento...
  105  artículo 442 de la ley de enjuiciamiento...
  106  Gómez de la serna, Tratado..., cit., tomo ii, título XiV, sección iV, p. 219.
  107  artículo 444 de la ley de enjuiciamiento...
  108  artículo 445 de la ley de enjuiciamiento...
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hemos de concluir indicando que el decreto sobre recursos de segunda 
suplicación e injusticia notoria de 4 de noviembre de 1838 ratificó que en los 
pleitos sobre negocios mercantiles continuaría aplicándose lo dispuesto en el 
código de comercio  109, situación que permaneció hasta que el decreto de uni-
ficación de fueros de 6 de diciembre de 1868, puso fin a la andadura del recur-
so de injusticia notoria en este reducto donde aún perduraba  110.

iV. cRIsIs y dEsApARIcIóN dE EstE REcURsO EN EL sIgLO xix

como es bien sabido, los acontecimientos que se vivieron en españa desde 
1808 produjeron profundos cambios en el sistema jurídico e institucional here-
dado de los siglos anteriores. uno de los momentos más críticos se produjo 
cuando napoleón, mediante decreto de 4 de diciembre, decidió destituir a los 
consejeros de castilla  111. ante el vacío generado en la alta administración de 
justicia, se creó el 25 de junio de 1809 el consejo y tribunal supremo de espa-
ña e indias, más conocido como consejo reunido, al que se encomendó «que 
en todos los dominios españoles exerza las funciones que fueron peculiares de 
todos y cada uno de los antiguos tribunales suprimidos, especialmente los de 
castilla, indias, hacienda y órdenes»  112.

al objeto de tramitar correctamente todo el cúmulo de asuntos adjudicados 
por el decreto, el nuevo consejo reunido contó con un número indefinido de 
ministros, quienes se distribuyeron en dos salas de Gobierno y una sala de Jus-
ticia. esta última conoció de aquellos asuntos contenciosos que, por su impor-
tancia, no se estimaba conveniente remitir a las chancillerías o audiencias 

  109  artículo 24 del decreto de 4 de noviembre de 1838, en Colección…, cit., tomo XXiV, p. 
596. decisión que recibió las críticas de algunos autores, como fue el caso de Gómez de la 
serna, Tratado..., cit., tomo ii, título XiV, sección iV, p. 217 al «quebrantar la uniformidad, tan 
conveniente en este procedimiento».

  110  Crónica de la codificación…, cit., tomo ii, p. 8. el decreto que establecía la unidad de 
los fueros señalaba en su artículo 1.8 que «desde la publicación del presente decreto, la jurisdic-
ción ordinaria será la única competente para conocer… de los negocios mercantiles». el artículo 
11 recogía que «los procedimientos de toda clase de juicios… se arreglarán a las prescripciones 
de la ley de enjuiciamiento civil», mientras que el artículo 15 agregaba que «con arreglo a lo 
ordenado en el artículo 11 quedan suprimidos en los pleitos de comercio la tercera instancia y los 
recursos de nulidad y de injusticia notoria y establecido el de casación en los casos y forma que 
ordena la ley de enjuiciamiento civil».

  111 Decreto de 4 de diciembre de 1808, en de dios: Fuentes…, cit., documento XXViii. 
este autor señala en p. lXXXVi que la extinción del consejo «debemos encontrarla en la natura-
leza del nuevo sistema político implantado por napoleón en su zona de dominio. en un régimen 
político de carácter liberal no tenía sentido un órgano acaparador de funciones (gubernativas, 
judiciales y normativas) y defensor de una sociedad de privilegio».

  112 Real Decreto de la Suprema Junta Central Gubernativa del reino por el que se declara 
inexistentes los antiguos Consejos, anula las provisiones que éstos hubiesen dado desde el día 4 
de diciembre de 1808 y crea un Consejo y Tribunal Supremo de España e Indias, en de dios, 
Fuentes para el estudio…, cit., documento XXiX, pp. 154 y ss. asimismo, cabrera Bosch, El 
Consejo Real de Castilla…, cit., pp. 86 y 87.
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territoriales. entre ellos se encontraban los recursos de segunda suplicación e 
injusticia notoria que debían ser tramitados en el consejo «en la forma ordina-
ria, y mientras que sobre ello no se tomen otras providencias»  113, es decir, que 
debemos considerar plenamente vigentes las normas que ya existían con ante-
rioridad a la invasión napoleónica.

el consejo reunido siguió funcionando durante poco tiempo. el 21 de 
septiembre de 1810, el de regencia restableció los diferentes consejos que la 
Junta central había concentrado en uno  114.

situación que se mantuvo hasta un momento posterior a la entrada en vigor 
de la constitución de cádiz. ya en la sesiones de las cortes se puso de mani-
fiesto la confusión existente entre el nuevo recurso de nulidad, reservado al 
supremo tribunal de Justicia, con el de injusticia notoria, que antes se interpo-
nía, según los casos, ante los diferentes consejos y, entre ellos, ante el de 
indias.

especialmente interesantes nos resultan las palabras de argüelles, quien 
aclaraba que el recurso de nulidad tendría solamente lugar en los casos en que 
no se observasen en la tercera instancia las formalidades que la ley prescribía 
para el conocimiento y resolución de los pleitos. en el supuesto de que se esti-
mase necesaria declarar la nulidad, el proceso se devolvía a la audiencia res-
pectiva, para que fuese reexaminado. agregó que el flamante recurso de nuli-
dad debía calificarse de extraordinario «porque se interpone fuera del territorio 
de cada audiencia y ante un tribunal diferente del de provincia, haciendo en 
este punto una excepción a la regla general que establece que haya cierta 
su bordinación de los tribunales provinciales al supremo de Justicia, centro de 
la autoridad judicial».

respecto al recurso de injusticia notoria, su apoyo a la decisión de la comi-
sión de suprimirlo no podía ser más contundente: «…atiéndase bien a las pala-
bras, o sea, al nombre del recurso. si la injusticia era notoria, los jueces come-
tían el mayor crimen posible; y siendo esto así, no debía admitirse en todos los 
casos sin muchas precauciones por no ser inverosímil que ningunos jueces 
incurrieran tan a menudo en injusticias notorias…y si las injusticias notorias 
eran tan frecuentes, ¿cómo no lo han sido en la misma o próxima proporción la 
responsabilidad de los jueces prevaricadores? ¿cuántas audiencias, cuántos 
jueces o magistrados se han visto depuestos, castigados ejemplarmente en vir-
tud de haberse declarado la notoriedad de la injusticia? yo no sé de ninguno. 
lo único que resultaba era perder el litigante su depósito. en el caso de decidir-
se contra la injusticia notoria, el tribunal, acusado de ella por el nombre del 
recurso, subsanaba la nota de notoriamente injusto o la calumnia, con distribuir 
entre sus jueces parte del depósito. ¡Qué de absurdos, señor, a un tiempo cau-
sados por una palabra mal aplicada!... los pleitos que iban al consejo bajo de 

  113 de dios, Fuentes…, cit., documento XXiX, p. 154.
  114 artola, Los orígenes…, cit., tomo i, p. 379. sobre el papel desplegado por este órgano 

puede verse pino abad, Miguel, «el consejo de regencia desde su constitución hasta el 
comienzo de las sesiones de las cortes de cádiz», Andalucía en la Guerra de la Independencia 
(1808-1814), córdoba, 2009, pp. 161-170. 
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tan especioso pretexto, no estaban todos en este caso. las más de las veces el 
nombre y los méritos de la causa distaban mucho entre sí. pero como aquel 
existía, era preciso que para guardar la fórmula se admitiesen, como notoria-
mente injustos, fallos que nada menos tenían que esta odiosa calidad… la 
protección de la ley ha de ser igual para todos; así no se necesita de remedios 
extraordinarios, de sutilezas ni de artificios…»  115.

por  su parte, el diputado luján recordó que una de las cuestiones básicas 
del debate parlamentario era si «deberán suprimirse los recursos de segunda 
suplicación y de injusticia notoria». en cuanto a estos dos recursos extraordi-
narios, se alineó con el parecer de argüelles en el sentido de que defendía su 
supresión. en el aspecto concreto del recurso de injusticia notoria aseveró que 
«...hay razones poderosas para que se elimine: este recurso no tiene tiempo 
señalado en que deba intentarse, y nada hay más contrario a la propiedad y a la 
conveniencia pública que la incertidumbre del dominio de las cosas. nadie 
podrá negar que si un litigante tiene en su arbitrio usar de un remedio extraor-
dinario al tiempo que se le antoje, todo aquel tiempo deja de gozar su contrario 
con seguridad de los efectos de la ejecutoria, que puede romperse por la decla-
ración de este recurso, y esto aun contra una ejecutoria de tres sentencias con-
formes y graduales, que es cosa más dura y de mayor inconveniente...»  116.

Moragues recordó más brevemente que «los recursos de nulidad y de injus-
ticia notoria eran unos remedios extraordinarios que para determinados casos 
establece la ley: el de nulidad que la induce de todo lo actuado cuando se falta 
a la ley formularia; y el de injusticia notoria, si tiene a bien V.M. establecerlo, 
tendrá solo lugar en los casos en que la sentencia fuera clara, expresa y termi-
nantemente contraria a la ley...»  117.

por último, conviene que nos refiramos a la intervención del diputado 
leiva: «...Bien sé que la intención de la comisión es abolir los recursos de 
segunda suplicación e injusticia notoria, dejando el extraordinario de nulidad...
creían algunos que el recurso de injusticia notoria sólo podría tener lugar por 
defecto de poder, jurisdicción o citación (requisitos que ciertamente son ele-
mentos esenciales del proceso). otros le daban más larga extensión, creyendo 
que tenía lugar dicho recurso siempre que no se aplicase la ley a los casos con-
trovertidos... se confundía con el de segunda suplicación, de que resultaba que 
cuando la cantidad litigiosa no alcanzaba a lo que requería la ley de segovia 
para la segunda suplicación, se acudía al recurso de injusticia notoria. la comi-
sión ha creído inconveniente dejar la administración de justicia en este 
desorden»  118.  

en el texto que se aprobó de la constitución de 1812 quedó plasmado que 
contra las sentencias dadas en última instancia por las audiencias o por el tri-
bunal supremo de Guerra y Marina sólo procedía el recurso de nulidad, lo que 

  115 diario de sesiones, núm. 422, p. 2.346.
  116 diario de sesiones de las cortes..., sesión de 29 de noviembre de 1811, núm. 423, p. 2.349.
  117 diario de sesiones de las cortes..., sesión de 29 de noviembre de 1811, núm. 423, p. 2.351.
  118 diario de sesiones de las cortes..., sesión de 29 de noviembre de 1811, núm. 423, p. 2.352.
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supuso, en suma, que era inviable la interposición de los recursos de injusticia 
notoria y de segunda suplicación  119.

aunque, indudablemente, el flamante recurso de nulidad guardaba cierta 
similitud con los dos anteriores, en la medida que se admitía ante el consejo 
contra los fallos ejecutorios de las audiencias, se diferenciaba por su naturale-
za y objeto. en este sentido, en la segunda suplicación y en la injusticia notoria 
se entraba de lleno en el examen de los autos, calificando las pruebas, aprecian-
do los hechos y decidiendo sobre el derecho de las partes en los pleitos, sin que 
trascendiera ninguna incidencia para el orden público. por el contrario, la nuli-
dad, más tarde llamada casación, surgió como un remedio de interés general. 
su finalidad básica era garantizar que todos los tribunales y jueces cumplieran 
escrupulosamente las leyes, al tiempo que unificar la jurisprudencia. en con-
clusión, podemos indicar que surgió en interés de la sociedad, más que en 
beneficio de los litigantes  120.

Mediante decreto de 17 de abril de 1812, por el que se creó el tribunal 
supremo, se ordenaba la atribución al órgano de los pleitos que estuviesen 
pendientes de resolución en los consejos de castilla, indias o hacienda y los 
recursos de aquellos negocios que hubiesen sido incoados en las chancillerías, 
audiencias y Juzgados de hacienda antes de la publicación de la constitución 
y cuya competencia se hubiese atribuido legalmente a alguno de estos tribuna-
les desaparecidos  121.

la vuelta de Fernando Vii en 1814 fue aprovechada para acometer la 
supresión del tribunal supremo y, por ende, de la competencia que dos años 
antes se le había adjudicado sobre diversos recursos  122.

de hecho, mediante decreto de 27 de mayo se restableció el consejo real, 
con el deseo de que volviese a la situación que estaba a comienzos de 1808  123. 
el monarca ordenó en esta misma norma que el sínodo le propusiera qué nego-
cios, de los que tenía tradicionalmente atribuidos en cada una de sus salas, 

  119 artículo 261 de la constitución de 1812. también en Crónica de la Codificación espa-
ñola…, cit., ii, p. 14.

  120 Manresa y navarro, José María: «observaciones sobre el recurso de casación  
en españa», en Revista General de Legislación y Jurisprudencia, año Viii, tomo XVi, 1860, 
p. 260.

  121 artículos 3 y 4 del decreto de 17 de abril de 1812; de dios, Fuentes…, cit., docu-
mento XXXi «supresión de los consejos y establecimiento de un supremo tribunal de Justi-
cia por las cortes extraordinarias de cádiz de 1812», p. 161. de estas cuestiones se ha ocupa-
do Moreno pastor, luis: Los orígenes del Tribunal Supremo, 1812-1838, Madrid, 1989, 
pp. 73, 74 y 353.

  122 Moreno pastor, Los orígenes…, cit., pp. 89 y 90.
  123  de dios, Fuentes..., cit., p. Xci. a su juicio, el consejo, pese a lo indicado en la norma, 

no volvió a la situación previa de 1808, por dos razones: «la primera de ella, justificada por la 
necesidad de un más rápido y menos costoso despacho, afecta a la distribución de competencias 
entre las salas y adopta un sentido restrictivo. la otra, igualmente limitativa, se refiere a los pode-
res del presidente o gobernador. la intención del monarca era que el presidente solamente usara 
de las facultades inherentes a su cargo y de ningún modo tuviera despacho separado. es decir, el 
presidente quedaría reducido a las funciones de dirección del consejo, perdiendo la preeminencia 
que le venía caracterizando desde mucho tiempo atrás».
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convenía separar de su conocimiento, para que los restantes fueran tratados con 
la mayor diligencia y celeridad posible  124.

esta situación se mantuvo hasta el comienzo del trienio liberal, que conlle-
vó la recuperación del tribunal supremo, al que nuevamente se sobrecargó de 
asuntos, como consecuencia de la decisión manifestada por las cortes en el 
decreto de 28 de septiembre de 1820, según el cual los negocios judiciales pen-
dientes de resolución hasta el 7 de marzo anterior en los consejos debían remi-
tirse al citado tribunal  125.

Finalizado este breve período liberal, una cédula de la regencia restableció 
los consejos, para que procedieran «a continuar en el ejercicio de sus funcio-
nes, interrumpidas de hecho y no de derecho en el día 9 de marzo de 1820, por 
el pretendido Gobierno constitucional»  126.

ya en la década siguiente, mediante el segundo de los decretos promulga-
dos el 24 marzo de 1834 por la reina gobernadora, se creó el tribunal supremo 
de españa e indias, sustituyendo en sus funciones definitivamente a los conse-
jos de castilla e indias. entre sus cometidos aparecía conocer de los recursos 
de injusticia notoria  127.

como es bien conocido, durante la vigencia del estatuto real de 1834 se 
aprobó el llamado «reglamento provisional para la administración de Justicia 
en lo respectivo a la real Jurisdicción ordinaria», el cual confirmó la atribución 
al supremo tribunal de españa e indias del conocimiento de los recursos de 
injusticia notoria y segunda suplicación «hasta que otra cosa se determine por 
ley»  128, añadiendo que para ver y determinar estos recursos eran necesarios, al 
menos, nueve jueces.

un decreto de 20 de agosto de 1836 volvió a reiterar la autorización al tri-
bunal supremo para terminar los recursos de segunda suplicación e injusticia 
notoria de los negocios contenciosos pendientes que se hubieran admitido en 
las audiencias antes del día 13  129. día éste que, como sabemos, se promulgó el 

  124 cabrera Bosch, El Consejo Real de Castilla..., cit., p. 90.
  125 decreto de 28 de septiembre de 1820, en Colección de Decretos, tomo Vi, pp. 150 

y 151.
  126 de dios, Fuentes…, cit, documento XXXiV; cabrera Bosch, El Consejo Real…, cit., 

p. 96.
  127 artículo 3.2 del decreto ii de 24 de marzo de 1834, en Colección de Decretos, tomo 

XiX, p. 158. también en de dios, Fuentes…, cit., documento XXXV, p. 170. con detenimiento, 
se ocupó de su creación arvizu y Galarraga, Fernando de, «el consejo real de españa e 
indias, 1834-1836», en Actas del III Symposium de Historia de la Administración, Madrid, 1974, 
p. 387; Moreno pastor, Los orígenes…, cit., pp. 160, 176 y 335; lorente, Marta, «reglamen-
to provisional y administración de justicia (1833-1838). reflexiones para un historia de la justicia 
decimonónica», en El tercer poder. Hacia una comprensión histórica de la justicia contemporá-
nea en España (editado por Johannes-Michael scholz), Frankfurt am Main, 1992, p. 258; cabre-
ra Bosch, El Consejo Real…, cit., p. 103, nota 58.

  128 artículo 90.6 del reglamento provisional de la administración de Justicia de 1835; Cró-
nica de la codificación española…, cit., ii, p. 9; Fairen Guillén: Temas del ordenamiento pro-
cesal…, cit., i, p. 75; Moreno pastor, Los orígenes…, cit., p. 228.

  129 real decreto de 20 de agosto de 1836, en Colección de leyes, decretos, órdenes y circu-
lares expedidas por todos los Ministerios y Autoridades superiores, tomo i, Madrid, 1837, p. 2. 
también en Gaceta de 22 de agosto de 1836: «exigiendo la conveniencia pública que los nego-
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decreto por el que se mandaba publicar la constitución gaditana. las cortes, 
en resolución de 3 de febrero de 1837, declararon que lo mandado en el decre-
to de 20 de agosto se debía entender que comprendía no solamente los recursos 
admitidos, sino también los interpuestos antes de restablecerse la constitución 
de 1812  130, lo que debió suponer un importante incremento en el número de 
recursos que se vieron afectados.

resulta también de interés señalar, sobre el tema que tratamos, que en la 
sesión de 30 de abril de 1837 se leyó en las cortes una consulta formulada por 
la sala del tribunal supremo de Justicia que entendía de los negocios de indias 
para que se declarase, teniendo en consideración que en ese momento no esta-
ba vigente la constitución en las provincias de américa, si estaba o no autori-
zada para admitir y resolver las apelaciones, competencias, recursos de injusti-
cia notoria, segunda suplicación y los demás que en la parte judicial conocía el 
extinguido consejo de indias, hasta que se resolviese el método y se acordasen 
las leyes que debían aplicarse en aquellos lugares. 

el Gobierno pasó la consulta a las cortes para su resolución, recomendan-
do urgencia. por su parte, la comisión de legislación propuso a las cortes que 
sería muy conveniente que las contiendas judiciales de los habitantes de las 
provincias de américa se terminasen en aquellos lugares sin las incomodida-
des, dilaciones y gastos que causaban inevitablemente los recursos que llega-
ban a la península. por ello, se aconsejó revisar la legislación de indias, aco-
modar el orden de procedimientos a los cambios y organizar los tribunales de 
modo que pudieran responder a las necesidades, mejorando la administración 
de justicia. agregó que hasta que tales cambios se hiciesen realidad, en la 
medida que seguían llegando recursos al consejo de indias conforme a la legis-
lación vigente, no se debía impedir a los litigantes estos remedios legales. en 
conclusión, debían subsistir los recursos y que, por tanto, tendría que haber en 
la península un tribunal que conociese de ellos. 

según el parecer de la comisión, y en atención a que las condiciones no 
eran nada propicias para crear un tribunal nuevo, había de ser el supremo de 
Justicia el que ejerciera las funciones judiciales del consejo de indias, mien-
tras que se estableciesen otras leyes y se adoptase definitivamente el sistema 
que había de regir en aquellos territorios  131.

partiendo de esta consulta y del informe de la comisión, se promulgó el 
decreto de 13 de mayo de 1837, donde se autorizaba al tribunal supremo de 

cios contenciosos pendientes en el Supremo Tribunal de Justicia procedentes del de España e 
Indias, sigan su curso… vengo en autorizar al Supremo Tribunal de Justicia para que por ahora, 
y en el ínterin reunida la Nación en Cortes se delibera lo conveniente, termine los negocios con-
tenciosos pendientes en el mismo, y los de segunda suplicación e injusticia notoria que hubieran 
admitido las Audiencias antes de mi decreto de 13 de este mes». este texto es ampliamente 
comentado por Moreno pastor, Los orígenes…, cit., p. 237.

  130 publicado por ortiz de zuñiga, Biblioteca judicial, Madrid, 1848, i, pp. 53-54; More-
no pastor, Los orígenes.., cit., p. 245, nota 513 y en p. 341.

  131 diario de sesiones de las cortes constituyentes, legislatura 1836-1837, V, p. 3.102; 
Moreno pastor, Los orígenes…, cit., p. 247, nota 515.
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Justicia para que conociera de los recursos de injusticia notoria y los demás 
judiciales de que conocía el suprimido consejo de indias  132.

los principales autores del período se afanaron en criticar abiertamente 
estos permanentes cambios, al tiempo que reclamaban mejores reformas que 
sirvieran para acelerar la conclusión de los pleitos. Quizá como respuesta a 
estas reivindicaciones, se promulgó el decreto de 4 de noviembre de 1838 sobre 
recursos de segunda suplicación e injusticia notoria, en cuya exposición de 
motivos se advirtió los graves perjuicios ocasionados por no admitirse ante el 
tribunal supremo los recursos de segunda suplicación e injusticia notoria en 
aquellos negocios ya comenzados ante las chancillerías y audiencias, antes 
del restablecimiento de la constitución de cádiz en 1836  133.

para resolver incertidumbres y preservar los derechos de los litigantes, el 
decreto planteaba la admisión de los recursos de segunda suplicación e injusti-
cia notoria de los negocios pendientes antes del 13 de agosto de 1836, trami-
tándose y fallándose conforme a las leyes que regían en la misma época  134.

en ese mismo decreto se ratificó, como antes apuntábamos, que en los plei-
tos sobre negocios mercantiles continuaría aplicándose lo dispuesto en el códi-
go de comercio de 1829, situación que permaneció hasta el decreto de unifica-
ción de fueros de 6 de diciembre de 1868, con el que se puso fin a la existencia 
del recurso de injusticia notoria en este reducto donde aún perduraba.

Miguel pino abad

  132 Colección de decretos, 1837, i, p. 227; Moreno pastor, Los orígenes…, cit., p. 247, 
nota 515.

  133 este decreto es objeto de amplio comentario por álvarez cora, enrique: La arquitec-
tura de la justicia burguesa. Una introducción al enjuiciamiento civil en el siglo xix, Madrid, 
2002, pp. 190 y ss.

  134 la exposición se encuentra en Gaceta de 6 de noviembre de 1838. artículo 1 del decre-
to sobre recursos de segunda suplicación e injusticia notoria de 4 de noviembre de 1838 (Colec-
ción de las leyes, decretos y declaraciones de las Cortes, y de los Reales Decretos, órdenes, 
resoluciones y reglamentos generales expedidos en las Secretarías del Despacho desde 1º de 
enero hasta fin de diciembre de 1838, (Madrid, 1846), XXiV, p. 592); García Goyena, Floren-
cio y aguirre, Joaquín, Febrero o librería de jueces, abogados y escribanos, Madrid, 1844, V, 
p. 259; Vicente y caravantes, Tratado…, cit., tomo iii, título Xii, sección Vi, p. 451; Crónica 
de la codificación…, cit., p. 16: «tenía prisa el legislador por liquidar los recursos de segunda 
suplicación e injusticia notoria, y así, lo que debía ser objeto de disposiciones transitorias para la 
supresión de aquellos recursos, se lleva a los artículos 1.º y 2.º, en los cuales se concede un último 
plazo para su utilización en los asuntos que estuvieran pendientes en 13 de agosto de 1836 –fecha 
del restablecimiento de la constitución de 1812– manteniendo sólo el de nulidad para los pleitos 
que se tramitaran a partir de los veinte días siguientes a su publicación».
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